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Señor 

Juzgado Laboral del Circuito de Ibagué (Reparto)  

E.                                 S.                                  D. 

 

Referencia: Proceso Ordinario Laboral Juan Manuel Beltrán Rodríguez contra del Colfondos S.A. 

Pensiones y Cesantías y la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones- 

 

Yo Johann Nicolás Vallejo Motta, vecino y residente en la ciudad de Ibagué, identificado como 

aparece al pie de mi correspondiente firma, obrando en mi condición de apoderado judicial de la 

parte demandante según poder debidamente conferido a mí nombre, me permito interponer 

demanda ordinaria laboral de Juan Manuel Beltrán Rodríguez, identificado con el número de cedula 

19.474.064 de Bogotá D.C., en contra de I) Colfondos S.A Pensiones y Cesantías con NIT. 800.149.970-

2, representada legalmente por la Dr. Lina Margarita Lengua Caballero, identificada con la cedula de 

ciudadanía número 50.956.303, o quien haga sus veces al momento de la admisión del presente 

escrito, con domicilio para notificaciones en la Calle 67# 7-94 de Bogotá D.C y correo de 

notificaciones procesosjudiciales@colfondos.com.co; y la II) Administradora Colombiana de 

Pensiones -Colpensiones- representada legalmente por la Dra. Adriana María Guzmán Rodríguez 

C.C. 51937181. o quien haga sus veces al momento de la admisión de la presente, Domicilio para 

Notificaciones: Carrera 5 #41 - 70 Local 01 Ibagué. y dirección de notificaciones judiciales 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co, en los siguientes términos: 

 

I.Designación de las partes. 

 

 

Demandante: 

Juan Manuel Beltrán Rodríguez. 

C.C. 19.474.064 de Bogotá D.C. 

Dirección de notificaciones electrónico: jumanbel@gmail.com 

 

 

 

Apoderado: 

Johann Nicolas Vallejo Motta 

C.C. 1.110.556.172 de Ibagué 

T.P. 310.628 del C.S.J. 

Dirección de notificaciones electrónicas: vyogrupojuridico@gmail.com 

 

 

Demandadas:  

I) Colfondos S.A Pensiones y Cesantías  

NIT. 800.149.970-2 

Representante legal: Lina Margarita Lengua Caballero 

C.C. 50.956.303 

Domicilio para notificaciones en la Calle 67# 7-94 de Bogotá D.C  

Correo de notificaciones procesosjudiciales@colfondos.com.co 

 

II) Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-  

Representante legal: Adriana María Guzmán Rodríguez o quien haga 

sus veces al momento de la admisión de la presente 

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
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C.C. 51937181. 

Domicilio para Notificaciones: Carrera 5 #41 - 70 Local 01 Ibagué. 

Notificaciones electrónicas: 

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 

 

 

II.En cuanto a los hechos. 

 

1.  Mi poderdante el señor Juan Manuel Beltrán Rodríguez, nació el día nueve (09) de marzo 

de 1962. 

 

2.  Para la entrada en vigor de la ley 100 de 1993, es decir 01 de abril de 1994, mi poderdante 

contaba con 32 años.  

 

3.  Desde que mi poderdante empezó cotizar a las contingencias de Vejez, Invalidez y 

muerte lo hizo al extinto Instituto de Seguros Sociales (ISS), hoy Colpensiones. 

 

4.  Conforme a la historia laboral de Colpensiones, mi mandante alcanzó a cotizar al 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida un total de 64,14 semanas. 

 

5.  Para el 01 del mes de mayo 1996 mi poderdante se vinculó a Colfondos S.A.  

 

6.  Durante la afiliación a Colfondos S.A., mi mandante no recibió por parte del asesor 

información respecto a las características del R.A.I.S. con sus pros y contras, requisitos 

para causar una pensión, prestaciones a las que tendría derecho en caso de afiliarse, 

modalidades de pensión, ni el funcionamiento de Colfondos S.A., tampoco se le informo 

respecto al funcionamiento de Colpensiones. 

 

7.  Actualmente mi mandante cuenta con 61 años y NO goza de una expectativa pensional 

clara con respecto a los aportes realizados, consecuencia de la falta de asesoramiento 

por parte de Colfondos S.A., quien previo a su afiliación, no le brindaron una información 

de fondo, cierta ni oportuna en temas pensionales. 

8.  Mediante petición dirigida a las entidades demandadas se solicitó la ineficacia de la 

afiliación que se realizó en su momento a Colfondos S.A., como su consecuente traslado 

al régimen público administrado por Colpensiones por existir falla en el deber efectivo de 

información. 

 

9.  La AFP Colfondos S.A. expuso que previo a realizar cualquier tipo de afiliación a los 

fondos que administra la entidad, ofrecen siempre una asesoría clara y precisa, la cual se 

entiende aceptada con la suscripción del formulario de afiliación. 

 

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
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Así mismo, establece que el traslado no es viable, toda vez que mi poderdante cuenta 

con menos de 10 años para cumplir la edad para pensionarse.  

 

10.  Por su parte, la demandada Colpensiones respondió que, no es posible acceder a la 

solicitud de ineficacia de la afiliación realizada, como quiera que la misma se realizó en 

ejercicio de la libertad de escogencia de la señora Juan Manuel Beltrán Rodríguez, prueba 

de ellos es la firma del formulario de afiliación en donde se manifiesta que se realizó de 

manera voluntaria. 

 

De igual forma, aludió que como requisitos básicos para realizar el traslado de régimen 

se encuentra, llevar mínimo 5 años en el fondo actual y que falten mas de 10 años para 

cumplir la edad de pensión. 

 

 

III.En cuanto a las peticiones. 

 

Conforme lo anteriormente expuesto solicito de manera respetuosa lo siguiente: 

 

Declarativas 

1.  

 

Que se declare la Ineficacia de la afiliación que, del Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida, al de Ahorro Individual administrado por Colfondos S.A. hiciera el 

hoy demandante en el mes de mayo del año 1996, por existir falla en el deber efectivo 

de información por parte de la AFP. Y en tal sentido, se entienda que siempre estuvo 

afiliada al régimen de prima media administrado actualmente por Colpensiones. 

  
Consecuenciales 

2.  Que se condene a Colfondos S.A. a trasladar a Colpensiones los saldos obrantes en la 

cuenta individual de la demandante, junto con sus rendimientos financieros. 

 

3.  Que se condene a Colfondos S.A. a devolver a Colpensiones el porcentaje 

correspondiente a los gastos de administración y primas de seguros previsionales de 

invalidez y sobrevivencia, y el porcentaje destinado al fondo de garantía de pensión 

mínima, debidamente indexados y con cargo a sus propios recursos, por todo el tiempo 

en que mi poderdante estuvo afiliada en el RAIS. Y en el mismo sentido, que los 

conceptos dicha condena se discriminen con sus respectivos valores, junto con el 

detalle pormenorizado de los ciclos, IBC, aportes y demás información relevante que los 

justifiquen. 
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4.  Ordenar a Colpensiones que lleve a cabo los trámites pertinentes para el retorno de la 

demandante, haciendo convalidación con los dineros que reciba por parte de Colfondos 

S.A., y a actualizar la historia laboral de mi poderdante sin dilación alguna. 

 

5.  Condenar a las demandadas al pago de costas y agencias en derecho. 

6.  Se falle en forma Ultra y Extra petita. 

 

IV.Hechos, Fundamentos Y Razones De La Demanda 

 

El Estado Social de Derecho como principio a la luz del cual deben valorarse e interpretarse 

los regímenes pensionales 

De acuerdo con el artículo 1º de la Constitución, Colombia es un Estado Social de Derecho fundado 

en el respeto de la dignidad humana, el trabajo, la solidaridad y la prevalencia del interés general, 

entre otras características. A partir de esta disposición, la jurisprudencia constitucional ha definido el 

Estado Social de Derecho como una “(…) forma de organización política que tiene como uno de sus 

objetivos combatir las penurias económicas o sociales y las desventajas de diversos sectores, grupos 

o personas de la población, prestándoles asistencia y protección” (Sentencia T-426 de 1992 M.P. 

Eduardo Cifuentes Muñoz). 

Como dejan ver estas referencias, el Estado Social de Derecho como forma de organización política 

es guiada por varios principios entre los que se destacan, de conformidad con el artículo 1º de la 

Carta, la igualdad, la dignidad, el trabajo y la solidaridad. 

El artículo 13 de la Constitución reconoce el principio de igualdad en dos dimensiones: igualdad 

formal e igualdad material. La primera, legado del Estado liberal clásico, se caracteriza por la 

exigencia de igualdad de trato por las leyes y las regulaciones a partir de la premisa de que todos los 

individuos son libres e iguales. Por tanto, la igualdad formal demanda del Estado una actividad 

imparcial y proscribe cualquier diferenciación injustificada, originada por ejemplo en razones de sexo, 

raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, entre otros criterios. 

A la luz de esta faceta de la igualdad, un tratamiento diferenciado será posible solamente cuando se 

observen los siguientes parámetros: “primero, que los hechos sean distintos; segundo, que la 

decisión de tratarlos de manera diferente esté fundada en un fin aceptado constitucionalmente; y 

tercero, que la consecución de dicho fin por los medios propuestos sea posible y además adecuada” 

(Sentencia T-117 de 2003  M.P. Clara Inés Vargas Hernández). 

La igualdad material, de otro lado, parte del reconocimiento de la existencia de desigualdades en la 

sociedad, fruto no solamente de la naturaleza, sino también de los arreglos económicos, sociales, 

culturales y políticos, las cuales constituyen un obstáculo para gozar, desde una perspectiva material, 

de los derechos constitucionales. En este orden de ideas, el principio de igualdad desde la 

perspectiva material exige al Estado adoptar medidas para contrarrestar tales desigualdades y 
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ofrecer a todas las personas oportunidades para ejercer sus libertades, desarrollar sus talentos y 

superar los apremios materiales.  

Como se indicó en la Sentencia T-426 de 1992, esta dimensión del principio de igualdad puede 

desarrollarse mediante acciones afirmativas –tratos diferenciados favorables- a favor de los grupos 

históricamente discriminados o en situación de desventaja debido a factores culturales, sociales y/o 

económicos, entre otros. 

El principio de dignidad, a su turno, proscribe la instrumentalización de los seres humanos en virtud 

del reconocimiento del valor intrínseco de la vida humana (Sentencia C-288 de 2012 M.P. Luis 

Ernesto Vargas Silva), e impone el deber al Estado de adelantar todas las acciones necesarias para 

asegurar al menos los siguientes contenidos protegidos: “La dignidad humana entendida como 

autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características 

(vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales 

concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los 

bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones).” (Sentencia T-

881 de 2002 M.P. Eduardo Montealegre Lynett). 

El principio del trabajo impone al Estado la adopción de políticas dirigidas al pleno empleo de los 

recursos humanos y a la protección del trabajo, de conformidad con los artículos 25, 53 y 334 

superiores, bajo la idea de que el trabajo es una herramienta para la garantía del mínimo vital y otros 

derechos. 

Finalmente, el principio de solidaridad exige al Estado y a toda la sociedad “la vinculación del propio 

esfuerzo y actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo” (Sentencia C-

464 de 2004 M.P. Jaime Araújo Rentería). De acuerdo con este principio en concordancia con el de 

igualdad, el Estado debe prestar asistencia y protección a quienes se encuentren en circunstancias 

de mayor debilidad o vulnerabilidad, y exigir mayores contribuciones y esfuerzos a quienes están en 

mejor situación. 

Así, la solidaridad exige a todos contribuir a la financiación de los gastos del Estado de acuerdo con 

la capacidad económica de cada uno - artículo 95 de la Carta-, con miras a mejorar las condiciones 

de vida de los sectores en mayor desventaja. La Corte explicó sobre este punto lo que sigue en la 

Sentencia C-1064 de 2001: 

“Por otra parte, la efectiva realización del principio de Estado Social de Derecho presupone 

la obligación del pago de tributos por parte de los particulares. Tal conclusión se desprende 

del principio de solidaridad (artículo 1 C.P.) y del deber de contribuir al financiamiento de los 

gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad (artículo 95 inciso 

3 numeral 9 C.P.). Es precisamente en el contexto de toma de decisiones macroeconómicas 

y sociales que los distintos sectores de la población, en virtud del principio de solidaridad, 

asumen cargas públicas razonables para permitir que sectores excluidos puedan 

progresivamente ser incorporados al goce de los beneficios del progreso, lo cual sólo se 

puede lograr mediante la conciencia creciente de la necesidad de cooperar y actuar 
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mancomunadamente para mejorar la calidad de vida de todos los colombianos y superar 

gradualmente las desigualdades presentes”. 

En virtud de estos principios, el Estado Social de Derecho tiene entre sus finalidades más 

importantes, garantizar la efectividad de los principios, deberes y derechos constitucionales –entre 

los que cobran especial relevancia los derechos económicos, sociales y culturales, y en particular, el 

mínimo vital-, brindar especial protección a los más débiles y asegurar un orden político, económico 

y social justo mediante la distribución y la redistribución (Fernando Díez Moreno, El Estado Social, 

Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2004, p.p. 181-238). 

El contenido del derecho a la seguridad social 

El artículo 48 Superior dispone que la seguridad social (i) es un servicio público de carácter 

obligatorio que se debe prestar bajo la dirección, coordinación y control del Estado, con sujeción a 

los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, y (ii) es a su vez un derecho constitucional 

fundamental, a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se infiere del siguiente texto “Se 

garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social” en concordancia con 

varios instrumentos del bloque de constitucionalidad. 

Del texto constitucional y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos se desprende que el 

derecho a la seguridad social en pensiones protege a las personas que están en imposibilidad física 

o mental para obtener los medios de subsistencia que le permitan llevar una vida digna a causa de 

la vejez, del desempleo o de una enfermedad o incapacidad laboral, entre otras contingencias. 

La pensión de vejez es entonces uno de los mecanismos que, en virtud del derecho a la seguridad 

social, protege a las personas cuando en razón de su edad, se produce una esperable disminución 

de su capacidad laboral, lo que les dificulta o impide obtener los recursos para disfrutar de una vida 

digna (Sentencia T-284 de 2007 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). 

Además, el artículo 48 de la Carta indica que el sistema debe orientarse por los principios de 

eficiencia, universalidad y solidaridad. Según el principio de universalidad, el Estado –como sujeto 

pasivo principal del derecho a la seguridad social- debe garantizar las prestaciones de la seguridad 

social a todas las personas, sin ninguna discriminación, y en todas las etapas de la vida. Por tanto, el 

principio de universalidad se encuentra ligado al mandato de ampliación progresiva de la cobertura 

de la seguridad social señalado en el inciso tercero del mismo artículo 48 constitucional, el cual a su 

vez se refiere tanto a la ampliación de afiliación a los subsistemas de la seguridad social –con énfasis 

en los grupos más vulnerables-, como a la extensión del tipo de riesgos cubiertos. 

Por su parte, el principio de eficiencia requiere la mejor utilización social y económica de los recursos 

humanos, administrativos, técnicos y financieros disponibles, para que los beneficios a que da 

derecho la seguridad social, sean prestados en forma adecuada, oportuna y suficiente. La 

jurisprudencia de la Corte Constitucional ha definido la eficiencia como la elección de los medios 

más adecuados para el cumplimiento de los objetivos y la maximización del bienestar de las personas 

sentencia (T-068 de 1998; M.P. Alejandro Martínez Caballero). 
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Finalmente, la solidaridad, hace referencia a la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las 

generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades. Este principio tiene dos 

dimensiones: de un lado, como bien lo expresa el artículo 2 de la Ley 100 de 1993, hace referencia a 

que el Estado tiene la obligación de garantizar que los recursos de la seguridad social se dirijan con 

prelación hacia los grupos de población más pobres y vulnerables; de otro, exige que cada cual 

contribuya a la financiación del sistema de conformidad con sus capacidades económicas, de modo 

que quienes más tienen deben hacer un esfuerzo mayor. 

El deber de información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones: Un deber 

exigible desde su creación (Sentencia SL1688-2019) 

 

Al respecto esta sentencia, es de vital importancia ya que la misma unifica las providencias que han 

tratado el tema de la Nulidad de Traslado hoy Ineficacia de la afiliación:  

  

Primera etapa: Fundación de las AFP. Deber de suministrar información necesaria y transparente 

 

El sistema general de seguridad social en pensiones tiene por objeto el aseguramiento de la 

población frente a las contingencias de vejez, invalidez y muerte, a través del otorgamiento de 

diferentes tipos de prestaciones. Con este fin, la Ley 100 de 1993 diseñó un sistema complejo de 

protección pensional dual, en el cual, bajo las reglas de libre competencia, coexisten dos regímenes: 

el Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida (RPMPD), administrado por el Instituto 

de Seguros Sociales, hoy Colpensiones, y el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), 

administrado por las sociedades administradoras de fondos de pensiones (AFP).  

 

De acuerdo con el literal b) del artículo 13 de la citada ley, los trabajadores tienen la opción de elegir 

«libre y voluntariamente» aquel de los regímenes que mejor le convenga y consulte sus intereses, 

previniendo que, si esa libertad es obstruida por el empleador, este puede ser objeto de sanciones. 

Es así como paralelamente el artículo 271 precisa que las personas jurídicas o naturales que impidan 

o atenten en cualquier forma contra el derecho del trabajador a su afiliación y selección de 

organismos e instituciones del sistema de seguridad social, son susceptibles de multas, sin perjuicio 

de la ineficacia de la afiliación.   

 

Ahora bien, para la Corte Suprema de Justicia, la incursión en el sistema de seguridad social de 

nuevos actores de carácter privado, encargados de la gestión fiduciaria de los ahorros de los afiliados 

en el RAIS y, por tanto, de la prestación de un servicio público esencial, estuvo, desde un principio, 

sujeto a las restricciones y deberes que la naturaleza de sus actividades implicaba.  

 

En efecto, la jurisprudencia del trabajo ha entendido que la expresión libre y voluntaria del literal b), 

artículo 13 de la Ley 100 de 1993, necesariamente presupone conocimiento, lo cual solo es posible 

alcanzar cuando se saben a plenitud las consecuencias de una decisión de esta índole. De esta 

forma, la Corte Suprema de Justicia, ha dicho que no puede alegarse «que existe una manifestación 

libre y voluntaria cuando las personas desconocen sobre la incidencia que aquella pueda tener frente 

a sus derechos prestacionales, ni puede estimarse satisfecho tal requisito con una simple expresión 
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genérica; de allí que desde el inicio haya correspondido a las Administradoras de Fondos de 

Pensiones dar cuenta de que documentaron clara y suficientemente los efectos que acarrea el 

cambio de régimen, so pena de declarar ineficaz ese tránsito» (CSJ SL12136-2014). 

 

En armonía con lo anterior, el Decreto 663 de 1993, «Estatuto Orgánico del Sistema Financiero», 

aplicable a las AFP desde su creación, prescribió en el numeral 1.° del artículo 97, la obligación de las 

entidades de «suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la información necesaria para 

lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de 

elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores opciones del mercado». 

 

De esta manera, como puede verse, desde su fundación, las sociedades administradoras de fondos 

de pensiones tenían la obligación de garantizar una afiliación libre y voluntaria, mediante la entrega 

de la información suficiente y transparente que permitiera al afiliado elegir entre las distintas opciones 

posibles en el mercado, aquella que mejor se ajustara a sus intereses. No se trataba por tanto de una 

carrera de los promotores de las AFP por capturar a los ciudadanos incautos mediante habilidades 

y destrezas en el ofrecimiento de los servicios, sin importar las repercusiones colectivas que ello 

pudiese traer en el futuro. La actividad de explotación económica del servicio de la seguridad social 

debía estar precedida del respeto debido a las personas e inspirado en los principios de prevalencia 

del interés general, transparencia y buena fe de quien presta un servicio público. 

 

Por tanto, la incursión en el mercado de las AFP no fue totalmente libre, pues aunque la ley les 

permitía lucrarse de su actividad, correlativamente les imponía un deber de servicio público, acorde 

a la inmensa responsabilidad social y empresarial que les asistía de dar a conocer a sus potenciales 

usuarios «la información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que 

realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las 

mejores opciones del mercado».   

 

Ahora bien, la información necesaria a la que alude el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero hace 

referencia a la descripción de las características, condiciones, acceso y servicios de cada uno de los 

regímenes pensionales, de modo que el afiliado pueda conocer con exactitud la lógica de los 

sistemas públicos y privados de pensiones. Por lo tanto, implica un parangón entre las características, 

ventajas y desventajas objetivas de cada uno de los regímenes vigentes, así como de las 

consecuencias jurídicas del traslado. 

 

Por su parte, la transparencia es una norma de diálogo que le impone a la administradora, a través 

del promotor de servicios o asesor comercial, dar a conocer al usuario, en un lenguaje claro, simple 

y comprensible, los elementos definitorios y condiciones del régimen de ahorro individual con 

solidaridad y del de prima media con prestación definida, de manera que la elección pueda realizarse 

por el afiliado después de comprender a plenitud las reglas, consecuencias y riesgos de cada uno de 

los oferentes de servicios. En otros términos, la transparencia impone la obligación de dar a conocer 

toda la verdad objetiva de los regímenes, evitando sobredimensionar lo bueno, callar sobre lo malo 

y parcializar lo neutro. 
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Desde este punto de vista, para la Corte Suprema de Justicia es clara que desde su fundación, las 

administradoras ya se encontraban obligadas a brindar información objetiva, comparada y 

transparente a los usuarios sobre las características de los dos regímenes pensionales, pues solo así 

era posible adquirir «un juicio claro y objetivo» de «las mejores opciones del mercado».  

 

En concordancia con lo expuesto, desde hace más de 10 años, la jurisprudencia del trabajo ha 

considerado que dada la doble calidad de las AFP de sociedades de servicios financieros y entidades 

de la seguridad social, el cumplimiento de este deber es mucho más riguroso que el que podía 

exigirse a otra entidad financiera, pues de su ejercicio dependen caros intereses sociales, como son 

la protección de la vejez, de la invalidez y de la muerte. De allí que estas entidades, en función de sus 

fines y compromisos sociales, deban ser un ejemplo de comportamiento y dar confianza a los 

ciudadanos de quienes reciben sus ahorros, actuar de buena fe, con transparencia y «formadas en 

la ética del servicio público» (CSJ SL 31989, 9 sep. 2008).  

 

Con estos argumentos la Corte Suprema de Justicia ha defendido la tesis de que las AFP, desde su 

fundación e incorporación al sistema de protección social, tienen el «deber de proporcionar a sus 

interesados una información completa y comprensible, a la medida de la asimetría que se ha de 

salvar entre un administrador experto y un afiliado lego, en materias de alta complejidad», premisa 

que implica dar a conocer «las diferentes alternativas, con sus beneficios e inconvenientes», como 

podría ser la existencia de un régimen de transición y la eventual pérdida de beneficios pensionales 

(CSJ SL 31989, 9 sep. 2008).  

 

Y no podía ser de otra manera, pues las instituciones financieras cuentan con una estructura 

corporativa especializada, experta en la materia y respaldada en complejos equipos actuariales 

capaces de conocer los detalles de su servicio, lo que las ubica en una posición de preeminencia 

frente a los usuarios. Estos últimos, no solo se enfrentan a un asunto complejo, hiperregulado, 

sometido a múltiples variables actuariales, financieras y macroeconómicas, sino que también se 

enfrentan a barreras derivadas de sus condiciones económicas, sociales, educativas y culturales que 

profundizan las dificultades en la toma de sus decisiones. Por consiguiente, la administradora 

profesional y el afiliado inexperto se encuentran en un plano desigual, que la legislación intenta 

reequilibrar mediante la exigencia de un deber de información y probatorio a cargo de la primera.   

 

Por lo demás, esta obligación de los fondos de pensiones de operar en el mercado de capitales y 

previsional, con altos estándares de compromiso social, transparencia y pulcritud en su gestión, no 

puede ser trasladada injustamente a la sociedad, como tampoco las consecuencias negativas 

individuales o colectivas que su incumplimiento acaree, dado que es de la esencia de las actividades 

de los fondos el deber de información y el respeto a los derechos de los afiliados. 

 

Por último, conviene mencionar que la Ley 795 de 2003, «Por la cual se ajustan algunas normas del 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones» recalcó en su artículo 21 

este deber preexistente de información a cargo de las administradoras de pensiones, en el sentido 
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que la información suministrada tenía como propósito no solo evaluar las mejores opciones del 

mercado sino también la de «poder tomar decisiones informadas».  

 

Segunda etapa: Expedición de la Ley 1328 de 2009 y el Decreto 2241 de 2010. El deber de asesoría 

y buen consejo 

 

La Ley 1328 de 2009 y el Decreto 2241 de 2010 supusieron un avance significativo en la protección 

de los usuarios financieros del sistema de seguridad social en pensiones. Primero, porque 

reglamentaron ampliamente los derechos de los consumidores, con precisión de los principios y el 

contenido básico de la información y, segundo, porque establecieron expresamente el deber de 

asesoría y buen consejo a cargo de las administradoras de pensiones, aspecto que redimensionó el 

alcance de esta obligación. 

 

Frente a lo primero, el literal c) del artículo 3.º de la Ley 1328 de 2009 puntualizó que en las relaciones 

entre los consumidores y las entidades financieras debía observarse con celo el principio de 

«transparencia e información cierta, suficiente y oportuna», conforme al cual «Las entidades vigiladas 

deberán suministrar a los consumidores financieros información cierta, suficiente, clara y oportuna, 

que permita, especialmente, que los consumidores financieros conozcan adecuadamente sus 

derechos, obligaciones y los costos en las relaciones que establecen con las entidades vigiladas». 

 

La información cierta es aquella en la que el afiliado conoce al detalle las características legales del 

régimen, sus condiciones, requisitos y las circunstancias en las que se encontraría de afiliarse a él. 

La información suficiente incluye la obligación de dar a conocer al usuario, de la manera más amplia 

posible, todo lo relacionado sobre el producto o servicio que adquiere; por tanto, la suficiencia es 

incompatible con informaciones incompletas, deficitarias o sesgadas, que le impidan al afiliado tomar 

una decisión reflexiva sobre su futuro. La información oportuna busca que esta se transmita en el 

momento que debe ser, en este caso, en el momento de la afiliación o aquel en el cual legalmente 

no puede hacer más traslados entre regímenes; la idea es que el usuario pueda tomar decisiones a 

tiempo. 

 

En concordancia con lo anterior, el Decreto 2241 de 2010, incorporado al Decreto 2555 del mismo 

año en el artículo 2.6.10.1.1 y siguientes, estableció en su artículo 2.° los siguientes desarrollos de los 

principios de la Ley 1328 de 2009:  

 

1. Debida Diligencia. Las administradoras del Sistema General de Pensiones deberán emplear la 

debida diligencia en el ofrecimiento de sus productos y/o en la prestación de sus servicios a los 

consumidores financieros, a fin de que éstos reciban la información y/o la atención debida y 

respetuosa en relación con las opciones de afiliación a cualquiera de los dos regímenes que 

conforman el Sistema General de Pensiones, así como respecto de los beneficios y riesgos 

pensionales de la decisión. En el caso del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, deberán 

poner de presente los tipos de fondos de pensiones obligatorias que pueden elegir según su edad y 
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perfil de riesgo, con el fin de permitir que el consumidor financiero pueda tomar decisiones 

informadas. Este principio aplica durante toda la relación contractual o legal, según sea el caso. 

 

2. Transparencia e información cierta, suficiente y oportuna. Las administradoras del Sistema General 

de Pensiones deberán suministrar al público información cierta, suficiente, clara y oportuna que 

permita a los consumidores financieros conocer adecuadamente los derechos, obligaciones y costos 

que aplican en los dos regímenes del Sistema General de Pensiones. 

 

3. Manejo adecuado de los conflictos de interés. Las administradoras del Sistema General de 

Pensiones y las compañías aseguradoras de vida que tienen autorizado el ramo de rentas vitalicias 

deberán velar porque siempre prevalezca el interés de los consumidores financieros, las 

administradoras de fondos de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad deberán 

privilegiar los intereses de los consumidores financieros frente a los de sus accionistas o aportantes 

de capital, sus entidades vinculadas, y los de las compañías aseguradoras con las que se contrate la 

póliza previsional y la renta vitalicia. 

 

En cuanto a lo segundo, esto es, el deber de asesoría y buen consejo, el artículo 3.° elevó a categoría 

de derecho del usuario el de «recibir una adecuada educación respecto de los diferentes productos 

y servicios ofrecidos» y «exigir la debida diligencia, asesoría e información en la prestación del 

servicio por parte de las administradoras» (art. 3). Así mismo, en el artículo 5.°, reiteró el deber de las 

administradoras de actuar con profesionalismo y «con la debida diligencia en la promoción y 

prestación del servicio, de tal forma que los consumidores reciban la atención, asesoría e información 

suficiente que requieran para tomar las decisiones que les corresponda de acuerdo con la 

normatividad aplicable».  

 

El deber de buen consejo fue consagrado en el artículo 7.° de ese reglamento en los siguientes 

términos: 

 

Artículo 7°. Asesoría e información al Consumidor Financiero. Las administradoras tienen el deber 

del buen consejo, por lo que se encuentran obligadas a proporcionar a los consumidores financieros 

información completa sobre las alternativas de su afiliación al esquema de Multifondos, así como los 

beneficios, inconvenientes y efectos de la toma de decisiones en relación con su participación en 

cualquiera de los dos regímenes del Sistema General de Pensiones. 

 

En consecuencia, las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad deberán 

suministrar una información clara, cierta, comprensible y oportuna respecto de las condiciones de su 

afiliación, de manera tal que el consumidor financiero pueda tomar la decisión informada de 

vincularse a dicho régimen o de trasladarse entre administradoras del mismo o de elegir el tipo de 

fondo dentro del esquema de "Multifondos" o de seleccionar la modalidad de pensión o de escoger 

la aseguradora previsional en el caso de seleccionar una renta vitalicia. Lo anterior, sin perjuicio de 

la información que deberá ser remitida a los consumidores financieros en los extractos de 
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conformidad con las instrucciones que imparta la Superintendencia Financiera de Colombia para el 

efecto. 

  

Como se puede advertir, en este nuevo ciclo se elevó el nivel de exigencia a las administradoras de 

fondos de pensiones, pues ya no basta con dar a conocer con claridad las distintas opciones de 

mercado, con sus características, condiciones, riesgos y consecuencias, sino que, adicionalmente, 

implica un mandato de dar asesoría y buen consejo. Esto último comporta el estudio de los 

antecedentes del afiliado (edad, semanas de cotización, IBC, grupo familiar, etc.), sus datos relevantes 

y expectativas pensionales, de modo que la decisión del afiliado conjugue un conocimiento objetivo 

de los elementos de los regímenes pensionales y subjetivo de su situación individual, más la opinión 

que sobre el asunto tenga el representante de la administradora.  

 

De esta forma, el deber de asesoría y buen consejo comporta el análisis previo, calificado y holístico 

de los antecedentes del afiliado y los pormenores de los regímenes pensionales, a fin de que el asesor 

o promotor le informe lo pertinente. Esta fase supone el acompañamiento e interacción con personas 

expertas en la materia que le permitan al trabajador, con respaldo en la opinión, sugerencia o 

ilustración de su asesor, tomar decisiones responsables en torno a la inversión más apropiada de 

sus ahorros pensionales. 

 

Tercera etapa: Expedición de la Ley 1748 de 2014, el Decreto 2071 de 2015 y la Circular Externa n.° 

016 de 2016. El deber de doble asesoría 

 

El derecho a la información ha logrado tal avance que, hoy en día, los usuarios del sistema pensional 

tienen el derecho a obtener información de asesores y promotores de ambos regímenes, lo cual se 

ha denominado la doble asesoría. Esto le permite al afiliado nutrirse de la información brindada por 

representantes del régimen de ahorro individual con solidaridad y del de prima media con prestación 

definida a fin de formar un juicio imparcial y objetivo sobre las reales características, fortalezas y 

debilidades de cada uno de los regímenes pensionales, así como de las condiciones y efectos 

jurídicos del traslado.  

 

En tal sentido, el parágrafo 1.° del artículo 2.° de la Ley 1748 de 2014, adicionó al artículo 9.° de la Ley 

1328 de 2009, el derecho de los clientes interesados en trasladarse de regímenes pensionales, de 

recibir «asesoría de representantes de ambos regímenes, como condición previa para que proceda 

el traslado entre regímenes. Lo anterior de conformidad con las instrucciones que para el efecto 

imparta la Superintendencia Financiera de Colombia». 

 

En consonancia con este precepto, el artículo 3.° del Decreto 2071 de 2015, modificó el artículo 

2.6.10.2.3 del Decreto 2555 de 2010 en los siguientes términos: 

 

Artículo 2.6.10.2.3. Asesoría e información al Consumidor Financiero. Las administradoras del Sistema 

General de Pensiones tienen el deber del buen consejo, por lo que se encuentran obligadas a 

proporcionar a los consumidores financieros información completa respecto a los beneficios, 
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inconvenientes y efectos de la toma de decisiones en relación con su participación en cualquiera de 

los dos regímenes del Sistema General de Pensiones. 

 

Las administradoras de los dos regímenes del Sistema General de Pensiones, deberán garantizar 

que los afiliados que quieran trasladarse entre regímenes pensionales, esto es del Régimen de Ahorro 

Individual al Régimen de Prima Media y viceversa, reciban asesoría de representantes de ambos 

regímenes, como condición previa para que proceda el traslado. Lo anterior de conformidad con las 

instrucciones que para el efecto imparta la Superintendencia Financiera de Colombia. 

 

La asesoría de que trata el inciso anterior deberá contemplar como mínimo la siguiente información 

conforme a la competencia de cada administradora del Sistema General de Pensiones: 

 

1. Probabilidad de pensionarse en cada régimen. 

 

2. Proyección del valor de la indemnización sustitutiva o devolución de saldos, lo anterior frente a la 

posibilidad de no cumplir los requisitos de ley para acceder a la pensión de vejez a la edad prevista 

en la normatividad vigente. 

 

3. Proyección del valor de la pensión en cada régimen. 

 

4. Requisitos para acceder a la garantía de pensión mínima en cada régimen. 

 

5. Información sobre otros mecanismos de protección a la vejez vigentes dentro de la legislación. 

 

6. Las demás que la Superintendencia Financiera de Colombia establezca. 

 

En todo caso, el consumidor financiero podrá solicitar en cualquier momento durante la vigencia de 

su relación con la administradora toda aquella información que requiera para tomar decisiones 

informadas en relación con su participación en cualquiera de los dos regímenes del Sistema General 

de Pensiones. 

 

En particular, las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad deberán poner 

a disposición de sus afiliados herramientas financieras que les permitan conocer las consecuencias 

de su traslado al Régimen de Prima Media, así mismo deben suministrar una información clara, cierta, 

comprensible y oportuna respecto de: las condiciones de su afiliación al régimen, de manera tal que 

el consumidor financiero pueda tomar la decisión informada de vincularse a dicho régimen o de 

trasladarse entre administradoras del mismo o de elegir el tipo de fondo dentro del esquema de 

"Multifondos" o de seleccionar la modalidad de pensión o de escoger la aseguradora previsional en 

el caso de seleccionar una renta vitalicia. Lo anterior, sin perjuicio de la información que deberá ser 

remitida a los consumidores financieros en los extractos de conformidad con la reglamentación 

existente sobre el particular y las instrucciones que imparta la Superintendencia Financiera de 

Colombia para el efecto.  
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En desarrollo de ese mandato legal, la Superintendencia Financiera expidió la Circular Externa 016 

de 2016, relacionada con el deber de asesoría que tienen las administradoras del Sistema General 

de Pensiones para que proceda el traslado de sus afiliados, la cual fue incorporada en el numeral 

3.13 del Capítulo I, Título III, Parte II de la Circular Externa 029 de 2014 (Circular Básica Jurídica), así: 

 

3.13. Deber de asesoría para que proceda el traslado de afiliados entre regímenes.  

 

De acuerdo con el inciso segundo del artículo 9º de la Ley 1328 de 2009, adicionado por el parágrafo 

1º del artículo 2° de la Ley 1748 de 2014, y el art. 2.6.10.2.3 del Decreto 2555 de 2010, las 

Administradoras del Sistema General de Pensiones deben garantizar que los afiliados que deseen 

trasladarse entre regímenes pensionales, reciban asesoría de representantes de ambos regímenes, 

como condición previa para que proceda el traslado. 

 

La constatación del deber de información es ineludible 

 

Según se pudo advertir del anterior recuento, las AFP, desde su creación, tenían el deber de brindar 

información a los afiliados o usuarios del sistema pensional a fin de que estos pudiesen adoptar una 

decisión consciente y realmente libre sobre su futuro pensional. Desde luego que con el transcurrir 

del tiempo, el grado de intensidad de esta exigencia cambió para acumular más obligaciones, 

pasando de un deber de información necesaria al de asesoría y buen consejo, y finalmente al de 

doble asesoría. Lo anterior es relevante, pues implica la necesidad, por parte de los jueces, de evaluar 

el cumplimiento del deber de información de acuerdo con el momento histórico en que debía 

cumplirse, pero sin perder de vista que este desde un inicio ha existido.  

 

Así las cosas, no es dable concluir que la responsabilidad por el incumplimiento o entrega de 

información deficitaria surgió con el Decreto 019 de 2012, en la medida que este exista desde la 

expedición de la Ley 100 de 1993, el Decreto 663 de 1993 y era predicable de la esencia de las 

actividades desarrolladas por las administradoras de fondos de pensiones, tal como ha sido la 

defensa de las Administradoras Demandadas.   

 

El simple consentimiento vertido en el formulario de afiliación es insuficiente – Necesidad de 

un consentimiento informado   

 

Para las Administradoras, el consentimiento informado no es predicable del acto jurídico de traslado, 

pues basta la consignación en el formulario de que la afiliación se hizo de manera libre y voluntaria.  

 

Es así como la Corte Suprema de Justicia, ha descartado tal manifestación, en la medida que la firma 

del formulario, al igual que las afirmaciones consignadas en los formatos preimpresos de los fondos 

de pensiones, tales como «la afiliación se hace libre y voluntaria», «se ha efectuado libre, espontánea 

y sin presiones» u otro tipo de leyendas de este tipo o aseveraciones, no son suficientes para dar por 

demostrado el deber de información. A lo sumo, acreditan un consentimiento, pero no informado.  
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Sobre el particular, en la sentencia CSJ SL19447-2017 explicó:  

 

Por demás las implicaciones de la asimetría en la información, determinante para advertir sobre la 

validez o no de la escogencia del régimen pensional, no solo estaba contemplada con la severidad 

del artículo 13 atrás indicado, sino además el Estatuto Financiero de la época, para controlarla, 

imponía, en los artículos 97 y siguientes que las administradoras, entre ellas las de pensiones, debían 

obrar no solo conforme a la ley, sino soportadas en los principios de buena fe «y de servicio a los 

intereses sociales» en las que se sancionaba que no se diera información relevante, e incluso se 

indicaba que «Las entidades vigiladas deben suministrar a los usuarios de los servicios que prestan 

la información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de 

suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores 

opciones del mercado». 

 

Ese mismo compendio normativo, en su precepto 98 indica que al ser, entre otras las AFP entidades 

que desarrollan actividades de interés público, deben emplear la debida diligencia en la prestación 

de los servicios, y que «en la celebración de las operaciones propias de su objeto dichas instituciones 

deberán abstenerse de convertir cláusulas que por su carácter exorbitante puedan afectar el 

equilibrio del contrato o dar lugar a un abuso de posición dominante», es decir, no se trataba 

únicamente de completar un formato, ni adherirse a una cláusula genérica, sino de haber tenido los 

elementos de juicio suficientes para advertir la trascendencia de la decisión adoptada, tanto en el 

cambio de prima media al de ahorro individual con solidaridad, encontrándose o no la persona en 

transición, aspecto que soslayó el juzgador al definir la controversia, pues halló suficiente una firma 

en un formulario […]. 

 

De esta manera, el acto jurídico de cambio de régimen debe estar precedido de una ilustración al 

trabajador o usuario, como mínimo, acerca de las características, condiciones, acceso, ventajas y 

desventajas de cada uno de los regímenes pensionales, así como de los riesgos y consecuencias del 

traslado.  

 

Por tanto, hoy en el campo de la seguridad social, existe un verdadero e insoslayable deber de 

obtener un consentimiento informado (CSJ SL19447-2017), entendido como un procedimiento que 

garantiza, antes de aceptar un ofrecimiento o un servicio, la comprensión por el usuario de las 

condiciones, riesgos y consecuencias de su afiliación al régimen. Vale decir, que el afiliado antes de 

dar su consentimiento ha recibido información clara, cierta, comprensible y oportuna. 

 

Como consecuencia de lo expuesto, las administradoras al sostener que el acto jurídico de traslado 

es válido con la simple anotación o aseveración de que se hizo de manera libre y voluntaria 

contradice la jurisprudencia actual. 

 

De la carga de la prueba – Inversión a favor del afiliado 
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Según lo expuesto precedentemente, es la demostración de un consentimiento informado en el 

traslado de régimen, el que tiene la virtud de generar en el juzgador la convicción de que ese contrato 

de aseguramiento goza de plena validez.  

 

Bajo tal premisa, frente al tema puntual de a quién le corresponde demostrarla, debe precisarse que 

si el afiliado alega que no recibió la información debida cuando se afilió, ello corresponde a un 

supuesto negativo que no puede demostrarse materialmente por quien lo invoca.  

 

En consecuencia, si se arguye que a la afiliación, la AFP no suministró información veraz y suficiente, 

pese a que debía hacerlo, se dice con ello, que la entidad incumplió voluntariamente una gama de 

obligaciones de las que depende la validez del contrato de aseguramiento. En ese sentido, tal 

afirmación se acredita con el hecho positivo contrario, esto es, que se suministró la asesoría en forma 

correcta. Entonces, como el trabajador no puede acreditar que no recibió información, corresponde 

a su contraparte demostrar que sí la brindó, dado que es quien está en posición de hacerlo. 

 

Como se ha expuesto, el deber de información al momento del traslado entre regímenes, es una 

obligación que corresponde a las administradoras de fondos de pensiones, y su ejercicio debe ser 

de tal diligencia, que permita comprender la lógica, beneficios y desventajas del cambio de régimen, 

así como prever los riesgos y efectos negativos de esa decisión.  

 

En torno al punto, el artículo 1604 del Código Civil establece que «la prueba de la diligencia o cuidado 

incumbe al que ha debido emplearlo», de lo que se sigue que es al fondo de pensiones al que 

corresponde acreditar la realización de todas las actuaciones necesarias a fin de que el afiliado 

conociera las implicaciones del traslado de régimen pensional.  

 

Paralelamente, no puede pasar desapercibido que la inversión de la carga de la prueba en favor del 

afiliado obedece a una regla de justicia, en virtud de la cual no es dable exigir a quien está en una 

posición probatoria complicada –cuando no imposible- o de desventaja, el esclarecimiento de 

hechos que la otra parte está en mejor posición de ilustrar. En este caso, pedir al afiliado una prueba 

de este alcance es un despropósito, en la medida que (i) la afirmación de no haber recibido 

información corresponde a un supuesto negativo indefinido que solo puede desvirtuarlo el fondo de 

pensiones mediante la prueba que acredite que cumplió esta obligación; (ii) la documentación 

soporte del traslado debe conservarse en los archivos del fondo, dado que (iii) es esta entidad la que 

está obligada a observar la obligación de brindar información y, más aún, probar ante las autoridades 

administrativas y judiciales su pleno cumplimiento.  

 

Mucho menos es razonable invertir la carga de la prueba contra la parte débil de la relación 

contractual, toda vez que, como se explicó, las entidades financieras por su posición en el mercado, 

profesionalismo, experticia y control de la operación, tienen una clara preeminencia frente al afiliado 

lego. A tal grado es lo anterior, que incluso la legislación (art. 11, literal b), L. 1328/2009), considera 

una práctica abusiva la inversión de la carga de la prueba en disfavor de los consumidores 

financieros.   
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De lo dicho es claro que las demandadas no pueden argüir que corresponde al afiliado demostrar la 

falla en el deber de información, por cuanto imponer la carga de la prueba en el afiliado, exigiéndole 

una prueba de imposible aportación, resulta desafinado con la jurisprudencia y normatividad 

esbozada.  

 

El alcance de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en torno a la nulidad del 

traslado  

 

La Corte Suprema de Justicia, ha considerado necesario hacer una precisión frente al razonamiento 

según el cual el precedente solo tiene cabida en aquellos casos en que el afiliado se cambia de 

régimen pensional a pesar de tener consolidado un derecho pensional. Es decir, que en los fallos 

CSJ SL 31989, 9 sep. 2008, CSJ SL 31314, 9 sep. 2008 y CSJ SL 33083, 22 nov. 2011, exige una suerte 

de perjuicio o menoscabo económico inmediato.  

  

Tal argumento interpretación es errada, puesto que ni la legislación ni la jurisprudencia tiene 

establecido que se debe contar con una suerte de expectativa pensional o derecho causado para 

que proceda la ineficacia del traslado a una AFP por incumplimiento del deber de información.  

 

Es así como se aclara que la regla jurisprudencial identificable en las sentencias CSJ SL 31989, 9 sep. 

2008, CSJ SL 31314, 9 sep. 2008 y CSJ SL 33083, 22 nov. 2011, así como en las proferidas a la fecha 

CSJ SL12136-2014, CSJ SL19447-2017, CSJ SL4964-2018, CSJ SL4989-2018 y SL1452-2019, es que las 

administradoras de fondos de pensiones deben suministrar al afiliado información clara, cierta, 

comprensible y oportuna de las características, condiciones, beneficios, diferencias, riesgos y 

consecuencias del cambio de régimen pensional y, además, que en estos procesos opera una 

inversión de la carga de la prueba en favor del afiliado.  

 

Lo anterior, se repite, sin importar si se tiene o no un derecho consolidado, se tiene o no un beneficio 

transicional, o si está próximo o no a pensionarse, dado que la violación del deber de información se 

predica frente a la validez del acto jurídico de traslado, considerado en sí mismo. Esto, desde luego, 

teniendo en cuenta las particularidades de cada asunto. 

 

De la imprescriptibilidad del Derecho a la Seguridad Social 

 

Por último, y con respecto a la prescripción de la posibilidad de adelantar la acción rescisoria del 

contrato de afiliación. 

Del derecho a la seguridad social se desprende el derecho a la pensión de jubilación, que consiste 

en recibir el goce efectivo de una mesada calculada de acuerdo con los factores dispuestos por la 

ley para la situación de cada persona. Se trata de un derecho fundamental que tiene como objeto 

brindar las condiciones económicas para la vida digna de quienes han trabajado por mucho tiempo. 
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La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que el derecho a la pensión 

es imprescriptible. Con sustento en el carácter irrenunciable del derecho a la seguridad social 

consignado en el artículo 48 de la Constitución, y conforme al principio de solidaridad, a la especial 

protección que debe el Estado a las personas de tercera edad y al principio de vida digna, ha 

construido una sólida línea jurisprudencial que sostiene que el derecho a la pensión no se extingue 

con el paso del tiempo. 

Por ejemplo, la sentencia C-230 de 1998, retomada posteriormente en múltiples pronunciamientos 

de la Corte Constitucional, precisó: 

“(…) la pensión de jubilación, vejez e invalidez, entre otras, no admiten una prescripción extintiva del 

derecho en sí mismo como cualquier otra clase de derechos, lo cual no significa que se atente contra 

el principio de seguridad jurídica; por el contrario, constituye un pleno desarrollo de principios y 

valores constitucionales que garantizan la solidaridad que debe regir en la sociedad, la protección y 

asistencia especial a las personas de la tercera edad, para mantener unas condiciones de vida digna, 

así como el derecho irrenunciable a la  seguridad  social  (C.P., arts. 1, 46 y 48), determinando a su 

vez una realización efectiva del valor fundante que impone la vigencia de un orden económico y 

social justo, dentro de un Estado social de derecho; consideraciones que hacen inexequible la 

disposición demandada (...)” 

Ahora bien, la jurisprudencia Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia ha distinguido entre 

el derecho a la pensión propiamente dicho, y los derechos crediticios que surgen de ésta. Mientras 

el reconocimiento del derecho a la pensión goza de características tales como la imprescriptibilidad, 

los otros están sujetos a mayores restricciones, siempre que tales limitaciones no sean 

desproporcionadas. 

En concreto, la jurisprudencia ha expresado que los créditos o mesadas pensionales, deben ser 

reclamados durante un lapso determinado de tres años, so pena de perder el derecho a recibirlos: 

 “Cabe agregar, que dada la naturaleza periódica o de tracto sucesivo y vitalicia de las pensiones, la 

prescripción resulta viable, exclusivamente, respecto de los créditos o mesadas pensionales que no 

se hubiesen solicitado dentro de los tres años anteriores al momento en que se presente la 

reclamación del derecho” 

En consecuencia, es posible concluir que el derecho a la pensión tiene un carácter imprescriptible, 

no obstante, a los créditos o las mesadas pensionales sí les aplica la prescripción. 

 

V.Pruebas. 

Interrogatorio De Parte 

Solicito al señor Juez fijar fecha y hora de audiencia en la que se escuche al Representante Legal de 

Protección S.A. a fin de que deponga sobre los hechos de la demanda. 
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Documentales 

1. Copia simple de la petición elevada a Colfondos S.A. radicada el día 30 de marzo del 2023 (19 

folios). 

2. Copia simple de la respuesta dada por Colfondos S.A. el 16 de mayo de 2023 a la petición elevada 

(25 folios) 

3. Copia simple de la petición elevada a Colpensiones el pasado 31 de marzo de 2023 (19 folios) 

4. Copia simple de la guía 700096534746 por medio de la cual se envió la reclamación a 

Colpensiones. (1 folio) 

5. Copia simple de la respuesta dada por Colpensiones el pasado 21 de abril de 2023 (10 folios) 

 

De Oficio. 

• Por encontrarse las demandadas en una mejor posición probatoria para allegar al proceso la 

prueba, solicito señor juez se oficie a las mismas para que alleguen las pruebas que soporten el 

cumplimiento del deber efectivo de información. 

 

• Como quiera que el expediente pensional de la señora Libia Velandia Pérez y el formulario por 

el cual se dio su vinculación al R.A.I.S se encuentran en poder de las entidades demandadas, 

solicito señor juez que dando alcance a lo contenido en el Artículo 31 Parágrafo 1 numeral 

segundo del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social se oficie a las mismas a fin 

de que lo aporten al plenario. 

 

• Por encontrarse la demandada Colpensiones en una mejor posición para probar por 

circunstancias técnicas especiales de la prueba, por la experticia con la que cuenta la AFP y 

como quiera que no fue posible obtener la prueba haciendo uso del derecho de petición (Omitió 

responder a dicha solicitud); solicito señor juez, se oficie a Colpensiones a fin de que, con la 

contestación de la demanda alleguen simulación de la posible mesada pensional que recibiría 

mi poderdante dentro del R.P.M. 

  

VI.Anexos 

Anexo a la presente petición:  

 

1) Copia simple del poder que me faculta para actuar 

2) Copia simple de la cédula de ciudadanía de mi mandante 

3) Copia simple de mi cedula de ciudadanía y de mi tarjeta profesional de abogado. 

4) El certificado de existencia y representación legal de las demandadas 

5) Los documentos anunciados en el acápite de pruebas. 

6) Traslados del escrito de demanda con sus respectivos anexos. 

 



 
 
Carrera 7 #12b – 65 Edificio Excelsior Ofc 206 Bogotá D.C. 

Carrera 4 #09-07 Edificio Torreón del Centro Ofc 101 Ibagué. 

vallejoyortiz@gmail.com 

305 4618 397 

www.vallejoyortiz.com 

 

 

 
20 

 

VII. Determinación De La Competencia Y La Cuantía 

 

Es usted señor juez el competente para dirimir el presente asunto teniendo en cuenta que la misma 

versa, sobre una controversia generada con ocasión al sistema de seguridad social en pensiones 

conforme lo establece el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

De igual conforme lo establece el artículo 11 de la obra adjetiva en materia laboral en los procesos 

contra las entidades del sistema de seguridad social integral será competente el juez laboral del 

circuito del domicilio de la entidad demandada o el del lugar donde se haya surtido la reclamación 

del respectivo derecho a ELECCIÓN DE LA DEMANDANTE.   

 

Por lo cual se deberá impartir el trámite del Proceso Ordinario Laboral de Primera Instancia, de 

acuerdo con el mencionado código procedimental y demás normas concordantes 

 

VIII. Notificaciones. 

Los demandados recibirán notificaciones en:  

 

I) Colfondos S.A Pensiones y cesantías, con NIT. 800.149.970-2 cuya representante legal es la DR. 

Lina Margarita Lengua Caballero, identificada con la cedula de ciudadanía número 50.956.303, o 

quien haga sus veces al momento de la admisión del presente escrito de demanda, con domicilio 

para notificaciones en la Calle 67# 7-94 de Bogotá D.C o al correo de notificaciones 

procesosjudiciales@colfondos.com.co; 

 

II) Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones- representada legalmente por la Señora 

Adriana María Guzmán Rodríguez portadora del documento nacional de identidad 51.937.181. o quien 

haga sus veces al momento de la admisión de la presente, cuyo domicilio para Notificaciones es la 

Carrera 5 #41 - 70 Local 01 Ibagué. o al correo notificacionesjudiciales@colpensiones.com  

  

III) La demandante el señor Juan Manuel Beltrán Rodríguez, identificado con la cedula de ciudadanía 

número C.C. 14.474.064 de Bogotá D.C., recibirá notificaciones electrónicas al correo 

jumanbel@gmail.com 

 

IV) Y el suscrito apoderado judicial en la Carrera 4 #9 -07 Oficina 101 Edificio Torreón del Centro de 

Ibagué en el municipio del Tolima, o en su honorable despacho o al correo electrónico 

vyogrupojuridico@gmail.com 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.com
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